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Cordial saludo doctora Miryam Johana: 
 
La Auditoría General de la República recibió su requerimiento contenido en el correo electrónico 
del 1º de septiembre de 2020, radicado bajo el SIA-ATC. 012020000555, en el que hace las 
siguientes consultas: 
 

Por medio del presente se solicita amablemente emitir concepto sobre la viabilidad de adelantar un plan 
de condonación de intereses por parte de las Contralorías Departamentales, en virtud de las cuotas de 
fiscalización que deben pagar algunos de los sujetos de control de los entes de control territorial. Lo 
anterior en virtud de los principios de eficacia y eficiencia que rigen la función admistrativa (sic)… 
(…) 
(…) comedidamente nos permitimos solicitar se emita concepto, sobre la posibilidad de que las 
Contralorías Territoriales implementen una campaña que tenga como objetivo el recaudo de los valores 
adeudados por concepto de cuotas de fiscalización, donde el beneficio sea la condonación de los intereses 
de mora adeudados o establecer planes para aliviar esta carga que soportan las entidades sometidas a 
control fiscal, como son las Empresas Sociales del Estado y las Empresas de Servicios públicos. 
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Antes de proceder a dar respuesta a lo planteado, debemos indicarle que, respecto a la función de 
la AGR, el sentido, alcance, delimitación y competencia del ejercicio del control fiscal en Colombia, 
la Corte Constitucional se pronunció entre otras en la Sentencia C-1176 de 2004, señalando: “Por 

disposición constitucional, la vigilancia de la gestión fiscal de la Contraloría General de la República le 
corresponde a la Auditoria, sin que por tal circunstancia, ésta pueda convertirse en ente superior de aquella 
en cuanto al direccionamiento de la vigilancia y control fiscal, pues la atribución constitucional conferida a 
la Auditoria solo se restringe a la vigilancia de la gestión fiscal de la Contraloría General, según así lo precisa 

la propia Constitución …” (Negrilla fuera de texto). 
 
Se precisa que la consulta en estudio corresponde a una situación particular y concreta referente al 
recaudo de la tarifa de control fiscal (cuota de fiscalización o cuota de auditaje), lo cual es de 
manejo de la administración de la Contraloría Departamental del Tolima, por ello la consulta 
jurídica no es general ni abstracta; por lo anterior y teniendo en cuenta las funciones 
constitucionales y legales asignadas a la Auditoría General de la República, no puede este ente de 
control tener injerencia en la toma de decisiones que sean de competencia de las entidades 
vigiladas, ya que nos corresponde un control posterior y selectivo de su gestión fiscal; por tanto, 
nos abstenemos de emitir concepto sobre el asunto o situación individual y concreta planteada, 
que pueda llegar a ser sometida a vigilancia; por lo cual, se abordará el tema de manera general y 
abstracta. 
 
Así mismo, le indicamos que de conformidad con el numeral 3 del artículo 18 del Decreto-Ley 272 
de 2000 “Por el cual se determina la organización y funcionamiento de la Auditoría General de la 

República”, es función de la Oficina Jurídica “Emitir los conceptos jurídicos sobre temas de control fiscal y 

administrativos que le sean solicitados por el Auditor General o los requeridos por las demás dependencias 

del organismo”, los cuales abordan los temas de manera general y abstracta, sin que tengan el 
carácter de fuente normativa, buscando solamente orientar y facilitar la aplicación normativa 
jurídica, más no la solución directa al problema jurídico planteado, por lo tanto, no son de 
obligatorio cumplimiento o ejecución. 
 
Finalmente, le informamos que el Presidente de la República en uso de facultades constitucionales, 
mediante el Decreto-Legislativo 491 de 2020 “Por el cual se adoptan medidas de urgencia para 

garantizar la atención y la prestación de los servicios por parte de las autoridades públicas y los particulares 
que cumplan funciones públicas y se toman medidas para la protección laboral y de los contratistas de 

prestación de servicios de las entidades públicas, en el marco del Estado de Emergencia Económica”, amplió 
el termino para la resolución de las consultas presentadas por los ciudadanos, así: 
  

Artículo 5. Ampliación de términos para atender las peticiones. Para las peticiones que se encuentren en 
curso o que se radiquen durante la vigencia de la Emergencia Sanitaria, se ampliarán los términos 
señalados en el artículo 14 de la Ley 1437 de 2011, así:  
(…) 
(ii) Las peticiones mediante las cuales se eleva una consulta a las autoridades en relación con las 
materias a su cargo deberán resolverse dentro de los treinta y cinco (35) días siguientes a su recepción.  
(…) 

 
Por lo anterior, este Despacho procede a emitir concepto de manera general respecto del tema 
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contenido en su solicitud, así: 
 

1. Tarifa de control fiscal (cuota de fiscalización) 
 
La Ley 106 de 1993 “Por la cual se dictan normas sobre organización y funcionamiento de la Contraloría 

General de la República, se establece su estructura orgánica, se determina la organización y funcionamiento 
de la Auditoría Externa, se organiza el Fondo de Bienestar Social, se determina el Sistema de Personal, se 

desarrolla la Carrera Administrativa Especial y se dictan otras disposiciones”, establece: 
 

Artículo 4º. Autonomía Presupuestaria. La Contraloría General de la República tendrá autonomía para el 
manejo, administración y fijación de su presupuesto, en concordancia con la ley orgánica de 
presupuesto.  
 
Con el fin de desarrollar el presente artículo la Contraloría General de la República cobrará una tarifa de 
control fiscal a los organismos y entidades fiscalizadas, equivalente a la de aplicar el factor resultante de 
la fórmula de dividir el presupuesto de funcionamiento de la Contraloría sobre la sumatoria del valor de 
los presupuestos de los organismos y entidades vigiladas, al valor de los presupuestos de cada 
organismo o entidad vigilada.  
 
La tarifa de control fiscal será fijada individualmente para cada organismo o entidad vigilada mediante 
resolución del Contralor General de la República.  
 
El valor total del recaudo por este concepto no podrá superar por ningún motivo el valor total de los 
gastos de funcionamiento de la Contraloría General de la República. 

 
La Corte Constitucional al declarar la exequibilidad de algunos apartes de este artículo 4º de la Ley 
106 de 1993, en sentencia C-1148 del 31 de octubre de 2001, respecto de la tarifa de control fiscal 
determinó: 
 

5.2 Al respecto, hay que decir, que no le asiste razón al actor, porque la “tarifa de control fiscal” no está 
enmarcada dentro de los conceptos de “tasas y contribuciones que cobren a los contribuyentes, como 
recuperación de los costos de los servicios que les presten o participación en los beneficios que les 
proporcionen” (inciso 2º del artículo 338 de la Constitución), tal como lo entiende el demandante, sino 
que corresponde a un tributo especial, derivado de la facultad impositiva del Estado (arts. 150, numeral 
12, y 338 de la Carta). Y que es fijada individualmente a cada una de las entidades de la administración y 
de los particulares o entidades que manejen fondos o bienes de la Nación (art. 267, inciso 1º de la 
Carta). 

 
La Ley 1955 de 2019 “Por el cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022. ‘Pacto por Colombia, 

Pacto por la Equidad’”, establece: 
 

Artículo 137. Tarifa de Control Fiscal. La liquidación y recaudo de la Tarifa de Control Fiscal a la que se 
refiere el artículo 4° de la Ley 106 de 1993, será de competencia del Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público a partir de la presente vigencia fiscal. 

 
Sobre la tarifa de control fiscal, cuota de fiscalización o cuota de auditaje, este Despacho se ha 
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pronunciado en multiplicidad de conceptos, siendo los más recientes los 110.06.2020, 
110.16.2020, 110.055.2019, 110.044.2018, 110.022.2018, 110.020.2018, 110.016.2018. 
 

2. Exenciones de pago de la tarifa de control fiscal 
 
El artículo 135 de la Ley 100 de 1993 “Por la cual se crea el sistema de seguridad social integral y se 

dictan otras disposiciones”, establece: 
 

Artículo 135. Tratamiento tributario. Los recursos de los fondos de pensiones del régimen de Ahorro 
Individual con Solidaridad, los recursos de los fondos de reparto del régimen de Prima Media con 
Prestación Definida, los recursos de los fondos para el pago de los bonos y cuotas partes de bonos 
pensionales y los recursos del fondo de solidaridad pensional, gozan de exención de toda clase de 
impuestos, tasas y contribuciones de cualquier origen, del orden nacional. 
(…) 
Parágrafo 2º. Las disposiciones a que se refieren el presente artículo y el artículo anterior, serán 
aplicables, en lo pertinente, a los fondos de pensiones de que trata el Decreto 2513 de 1987 y a los 
seguros privados de pensiones. 
(…) 

 
La Corte Constitucional en declaración de exequibilidad del inciso primero del artículo 135 de la 
Ley 100 de 1993, en sentencia C-090 del 16 de febrero de 2011, dijo: 
 

3.1.2.  No es necesario ahondar en esta providencia sobre el carácter parafiscal de los recursos de la 
seguridad social que, como tal, no hacen parte del presupuesto nacional[6]. Basta señalar que son 
recursos que provienen de un gravamen obligatorio que deben hacer tanto los trabajadores 
dependientes e independientes como los empleadores, con un fin específico que no es otro que beneficiar 
al grupo de trabajadores para quienes después del cumplimiento de unos requisitos fijados por el 
legislador, pueden obtener una pensión. La administración de esos recursos le corresponde a las 
instituciones a que se refiere el artículo 135 acusado. 
 
Ese carácter parafiscal en los términos de la jurisprudencia constitucional implica que tales recursos no 
pertenecen ni a la Nación, ni a los entes territoriales,  ni a las entidades administradoras, ni al 
empleador[7]. 
 
A su vez, el mandato expreso del artículo 48 constitucional que prohíbe destinar o utilizar los recursos de 
las instituciones de seguridad social para fines diferentes a ella, ha llevado a esta Corporación a elaborar 
toda una línea jurisprudencial en la que ha señalado que los recursos del sistema tanto en salud como en 
pensiones no pueden ser destinados a un objeto diferente dentro del sistema, lo que incluye la 
prohibición para el Estado de imponer tributos, gravámenes, tasas o contribuciones sobre tales 
recursos[8]. En términos tributarios, los recursos del sistema de seguridad social no son  materia 
imponible, razón por la que no  pueden ser gravados por ninguna autoridad que detente la facultad 
impositiva, incluidos, obviamente, los entes territoriales. 

 
La Ley 715 de 2001 “Por la cual se dictan normas orgánicas en materia de recursos y competencias de 

conformidad con los artículos 151, 288, 356 y 357 (Acto Legislativo 01 de 2001) de la Constitución Política y 

se dictan otras disposiciones para organizar la prestación de los servicios de educación y salud, entre otros”, 
determina: 
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Artículo 97. Gravámenes a los recursos del Sistema General de Participaciones. En ningún caso podrán 
establecer tasas, contribuciones o porcentajes de asignación a favor de las contralorías territoriales, para 
cubrir los costos del control fiscal, sobre el monto de los recursos del Sistema General de Participaciones.  
 
Los recursos transferidos a las entidades territoriales por concepto del Sistema General de 
Participaciones y los gastos que realicen las entidades territoriales con ellos, están exentos para dichas 
entidades del Gravamen a las transacciones financieras.  
 
Las contralorías de las antiguas comisarías no podrán financiarse con recursos de transferencias. Su 
funcionamiento sólo podrá ser financiado con ingresos corrientes de libre destinación del Departamento 
dentro de los límites de la Ley 617 de 2000 menos un punto porcentual. 

 
En revisión de constitucionalidad del inciso tercero de la norma transcrita, la Corte Constitucional 
en sentencia C-105 del 10 de febrero de 2004, estableció: 
 

Pues bien, en el presente caso se observa que con apoyo en el artículo 356 superior la disposición 
demandada estableció la prohibición de financiar a las contralorías de las antiguas comisarías con 
recursos de transferencias, esto es, con recursos del sistema general de participaciones.  Prohibición que 
guarda coherencia con lo dispuesto en el artículo 8 de la ley 617 de 2000, en el sentido de que ninguna 
contraloría departamental está autorizada para financiarse con recursos de transferencias, tal como lo 
puso de presente la Vista Fiscal.  De suerte tal que, con arreglo a la regla general establecida en las leyes 
617 de 2000 y 715 de 2001 todas las contralorías departamentales sólo se pueden financiar con ingresos 
corrientes de libre destinación del departamento dentro de los límites previstos en la ley 617 de 2000. 

 
La Ley 789 de 2002 “Por la cual se dictan normas para apoyar el empleo y ampliar la protección social y se 

modifican algunos artículos del Código Sustantivo de Trabajo”, respecto de las cuotas de fiscalización de 
las cajas de compensación familiar y de las entidades promotoras de salud, estableció: 
 

Artículo 20. Régimen de Inspección y Vigilancia. Las autorizaciones que corresponda expedir a la 
autoridad de inspección, vigilancia y control, se definirán sobre los principios de celeridad, transparencia 
y oportunidad. Cuando se trate de actividades o programas que demanden de autorizaciones de 
autoridades públicas, se entenderá como responsabilidad de la respectiva Caja o entidad a través de la 
cual se realiza la operación, la consecución de los permisos, licencias o autorizaciones, siendo función de 
la autoridad de control, verificar el cumplimiento de los porcentajes de ley. Las autorizaciones a las Cajas 
se regularán conforme los regímenes de autorización general o particular que se expidan al efecto. El 
Control, se ejercerá de manera posterior sin perjuicio de las funciones de inspección y vigilancia.  
 
Corresponde a la Superintendencia del Subsidio Familiar, frente a los recursos que administran las Cajas 
de Compensación Familiar y a la Superintendencia Nacional de Salud frente a los recursos que 
administran las entidades promotoras de salud la inspección, vigilancia y control. Las entidades 
mencionadas, con el objeto de respetar la correcta destinación de los recursos de la seguridad social, 
conforme lo previsto en el artículo 48 de la Constitución Nacional no estarán obligadas a cancelar 
contribuciones a las Contralorías. 
(…) 
(Negrilla fuera de la norma) 
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Al resolver la demanda de inconstitucionalidad de algunos apartes de la norma transcrita 
anteriormente, la Corte Constitucional en sentencia C-655 del 05 de agosto de 2003, declaró la 
exequibilidad del aparte resaltado en negrilla, anotando: 
 

3.5. Ahora bien, en cuanto al inciso 2° del artículo 20, debe precisar la Corte que, contrario a la 
interpretación hecha por el actor en la formulación de la demanda y por el Ministerio Público en su 
concepto de rigor, el beneficio tributario en él previsto sólo busca favorecer a las Cajas de Compensación 
Familiar y a las Empresas Promotoras de Salud (EPS). Una lectura detenida del texto que lo contiene y de 
las disposiciones citadas que le son concordantes, permite concluir que, en cuanto la razón de su 
inclusión en el ordenamiento jurídico es - como lo expresa la norma- “respetar la correcta destinación de 
los recursos de la seguridad social”, su ámbito de aplicación se circunscribe a las entidades que tienen a 
su cargo el manejo o la administración de tales recursos, sin que en ningún caso pueda comprender 
también a las que cumplen funciones de inspección, vigilancia y control administrativo. 
 
En la medida en que la Ley 100 de 1993 y la  propia Ley 789 de 2002 le asignan a las Empresas 
Promotoras de Salud y a las Cajas de Compensación Familiar el manejo de los recurso del sistema de 
Seguridad Social, particularmente en el régimen contributivo y subsidiado de salud, es claro que son 
estas entidades las favorecidas con el beneficio tributario establecido por el legislador, y por lo tanto, las 
únicas que por virtud de la norma impugnada no se encuentran obligadas a pagar la tarifa de control 
fiscal. Las Superintendencias de Subsidio Familiar y Nacional de Salud, en cuanto no tienen acceso a los 
recursos de la Seguridad Social y su actividad se limita a la supervisión de las entidades que los 
administran, no están incluidas en la hipótesis normativa en cuestión y, salvo disposición en contrario, 
continúan gravadas con el tributo a favor de las Contralorías. 
 
Por eso, aun cuando el aparte impugnado no señale en forma expresa las entidades que quedan 
excluidas del pago de la tarifa de control fiscal, la interpretación literal, finalista y sistemática del texto 
en cuestión permite comprender que cuando éste utiliza la expresión “Las entidades mencionadas”, en 
realidad está haciendo referencia a las Cajas de Compensación Familiar y a las Empresas Promotoras de 
Salud (EPS), pues, se repite, son éstas y no las Superintendencias las destinatarias de los recursos de la 
seguridad social, siendo tales recursos el motivo determinante de la consagración del citado beneficio 
tributario. 
(…) 
 
9. Naturaleza jurídica de la tarifa de control fiscal. 
 
9.1. Amparado en la autonomía presupuestal reconocida por la Carta a los órganos de control fiscal, el 
legislador, en el artículo 4° de la Ley 106 de 1993, creó a su favor y con cargo a todos los organismos y 
entidades fiscalizadas, un tributo que denominó “tarifa de control fiscal”,  describiendo a su vez los 
elementos que lo componen y señalando la forma como éste se debía calcular y cobrar. 
(…) 
 
9.2. Con motivo de una demanda de inconstitucionalidad presentada en contra del artículo 4° de la Ley 
106 de 1993, la Corte, en la Sentencia C-1148 de 2001 (M.P. Alfredo Beltrán Sierra), declaró la 
exequibilidad del precepto en cuestión, por considerar que la llamada “tarifa de control fiscal” se 
ajustaba a la Constitución Política, en cuanto respetaba el principio de legalidad de los tributos y 
desarrollaba a cabalidad el principio constitucional de autonomía presupuestal reconocido a favor de la 
Contraloría General de la República. 
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Como se destacó en la providencia citada, con la imposición del tributo se “está garantizando no sólo la 
existencia de recursos suficientes para el ejercicio del control, sino que al mismo tiempo garantiza que el 
Contralor, en el proceso de obtención de tales recursos, en el proyecto y fijación de su presupuesto, tenga 
la menor injerencia y gestión ante el Congreso y ante el Ejecutivo, pues, siempre habrá certeza de la 
existencia de recursos. Esto le permite a la Contraloría conservar intacta su independencia fiscalizadora, 
frente a las ramas del poder que intervienen en el proceso de elaboración y expedición del presupuesto, y 
su plena autonomía como fiscalizador de las ramas del poder público, en el ejercicio de sus funciones”.  
 
9.3. En armonía con lo anterior, en la precitada sentencia la Corte también se ocupó de definir la 
naturaleza jurídica de la “tarifa de control fiscal”. Al respecto, aclaró que no constituye una tasa ni 
tampoco una contribución por cuanto, conforme a lo dispuesto en el inciso 2° del artículo 338 de la 
Carta, la misma no se cobra a los organismos fiscalizados a título de recuperación de los costos de los 
servicios que les prestan, ni a título de participación en los beneficios que les proporcionen. Para esta 
Corporación, la “tarifa de control fiscal” es en realidad un tributo especial, originado en la facultad 
impositiva del Estado y expedido por el Congreso con fundamento en la atribución otorgada por los 
artículos 150-12 y 338 de la Constitución Política. Sobre el tema se expresó en el aludido fallo: 
 

“5.2 Al respecto, hay que decir, que no le asiste razón al actor, porque la “tarifa de control fiscal” no 
está enmarcada dentro de los conceptos de “tasas y contribuciones que cobren a los contribuyentes, 
como recuperación de los costos de los servicios que les presten o participación en los beneficios que 
les proporcionen” (inciso 2º del artículo 338 de la Constitución), tal como lo entiende el demandante, 
sino que corresponde a un tributo especial, derivado de la facultad impositiva del Estado (arts. 150, 
numeral 12, y 338 de la Carta). Y que es fijada individualmente a cada una de las entidades de la 
administración y de los particulares o entidades que manejen fondos o bienes de la Nación (art. 267, 
inciso 1º de la Carta). 
 
5.3 Tampoco prospera el cargo de que como la Contraloría desarrolla una función pública, como 
ejercicio del poder del Estado, y que, en consecuencia, sus recursos sólo pueden provenir de recursos 
presupuestarios comunes, y que al no ser así, se violan los artículos 119 y 267 de la Carta, pues, en 
ninguna parte de la Constitución así se consagra, y el tributo especial que creó el legislador en el 
artículo acusado, deriva de su facultad impositiva, como ya se dijo, contemplada en los artículos 
150, numeral 12, y 338 de la Constitución. Además, el legislador desarrolló adecuadamente el 
mandato constitucional de garantizar al ente fiscalizador la existencia de recursos suficientes para 
su ejercicio. Y, al mismo tiempo, cumplió la Constitución en cuanto a que sólo el Congreso, las 
asambleas y los concejos, en tiempo de paz, tienen competencia para imponer tributos, como el 
objeto de esta demanda, y en virtud de esta atribución, el legislador expidió el artículo 4 de la Ley 
106 de 1993.” 

 
9.4. Finalmente, en cuanto el ejercicio del control fiscal se lleva a cabo sobre  todos los recursos y bienes 
públicos, y en esa medida, sobre la gestión de la administración y de los particulares o entidades que los 
manejen, en el pronunciamiento de la Corte se precisó que “el cálculo de la tarifa de control fiscal, 
cuando se trate de la fiscalización de entes particulares que manejan, en forma total o parcial, fondos o 
bienes de la Nación, debe calcularse en relación con el monto de tales fondos o bienes de la Nación, y no 
con los que correspondan al ente particular como tal, pues estos son privados y la Contraloría no ejerce 
fiscalización sobre ellos”. 
 
10. Constitucionalidad del inciso segundo del artículo 20 de la Ley 789 de 2002. 
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10.1. Dando estricta aplicación a las consideraciones precedentes, que recogen fielmente los criterios 
fijados por la jurisprudencia constitucional sobre las materias antes tratadas, no encuentra la Corte que 
el legislador haya violado la Constitución Política, al excluir del pago de la tarifa de control fiscal a las 
EPS y a las Cajas de compensación Familiar. Considerando que los recursos que manejan esas entidades 
son recursos parafiscales, que pertenecen al Sistema de Seguridad Social y que por expreso mandato del 
artículo 48 de la Constitución Política no pueden ser utilizados ni destinados a fines diferentes al previsto 
para el servicio por la ley, es claro que su exclusión del sistema tributario obedece a un fin constitucional 
legítimo. 
(…) 
 
10.4. Si bien es cierto, la tarifa de control fiscal busca garantizar la existencia de recursos y coadyuvar a 
mantener la autonomía de la Contraloría frente a los poderes públicos, por ser el control fiscal una 
función pública de obligatorio cumplimiento, el Estado tiene el deber de apropiar los recursos necesarios 
y de garantizar que los mismos ingresen al presupuesto de los órganos de control para que sean 
manejados por éstos libremente, independientemente de cuál sea la fuente de los mismos o la vía de la 
que éstos provengan. Recuérdese que la tarifa de control fiscal no es el resultado de una imposición 
constitucional, sino la consecuencia de una medida legislativa que, en ejercicio de su libertad de 
configuración política, puede ser reformada, modificada o derogada por el propio Congreso de la 
República. 

 
La Ley 1562 de 2012 “Por la cual se modifica el Sistema de Riesgos Laborales y se dictan otras disposiciones 

en materia de Salud Ocupacional”, establece: 
 

Artículo 31. Destinación Específica de los Recursos del Sistema. En desarrollo de lo dispuesto por el inciso 
5° del artículo 48 de la Constitución Política, los recursos del Sistema de Seguridad Social en Riesgos 
Laborales incluyendo las cotizaciones pagadas, las reservas técnicas, y las reservas matemáticas 
constituidas para el pago de pensiones del sistema, así como sus rendimientos financieros, siempre que 
estos estén destinados a respaldar financieramente las prestaciones del Sistema General de Riesgos 
Laborales, no podrán ser gravados con impuestos, tasas o contribuciones del orden Nacional o a favor de 
Entidades Territoriales. 

 
La Sección Primera de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado en sentencia 
del 18 de julio de 2012 dentro de la Radicación número 25000-23-27-000-2006-90783-01, dijo: 
 

Pues bien, la Sala en sentencia proferida el 9 de junio de 2011[15] precisó que las entidades que 
administran recursos parafiscales, como es el caso de la aquí demandante, deben contribuir al 
financiamiento de los gastos e inversiones del Estado en las mismas condiciones que las demás personas 
dentro de los conceptos de justicia y equidad y, en tal sentido, deben pagar la tarifa de control fiscal 
establecida en el artículo 4º de la Ley 106 de 1993, de la cual solo se encuentran exentas, por 
disposición constitucional y legal, las entidades que administran recursos de la seguridad social en 
salud, no propiamente por el hecho de que los recursos que administren sean de naturaleza parafiscal 
sino porque esos recursos están destinados a financiar servicios públicos a cargo del Estado, 
relacionados con la salud y la seguridad social. 
(Negrilla fuera de texto) 

 
De lo anterior podemos concluir que si bien la tarifa de control fiscal es un tributo especial que 
debe ser pagado por las entidades públicas a fin de contribuir a la financiación de la función 
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pública de vigilancia y control fiscal, el legislador estableció algunas exenciones en razón a los 
especiales fines a que están destinados sus recursos -la seguridad social-, siendo ellas: las 
Empresas Promotoras de Salud, los Fondos de Pensiones, el Sistema General de Riesgos Laborales, 
las Entidades que manejen y administren recursos del sistema de seguridad social destinados al 
Sector Salud, las Cajas de Compensación Familiar, los recursos del Sistema General Participaciones 
en las entidades territoriales, y los recursos del Sistema General de Regalías 
 

3. Tarifa de control fiscal en el nivel territorial 
 
Ley 617 de 2000 “Por la cual se reforma parcialmente la Ley 136 de 1994, el Decreto Extraordinario 1222 de 

1986, se adiciona la Ley Orgánica de Presupuesto, el Decreto 1421 de 1993, se dictan otras normas 
tendientes a fortalecer la descentralización, y se dictan normas para la racionalización del gasto público 

nacional”, establece las fuentes de financiación de las contralorías territoriales, siendo estas, un 
porcentaje de los ingresos corrientes de libre destinación de la entidad territorial más la cuota de 
fiscalización de las entidades descentralizadas del respectivo orden territorial, es decir, que el 
presupuesto de la contraloría territorial corresponde a la asignación que se determine del 
presupuesto de la entidad territorial por cuanto carece de presupuesto propio siendo una sección 
del presupuesto del departamento, distrito o municipio: 
 

Artículo 9º. Período de transición para ajustar los gastos de las Contralorías Departamentales. Se 
establece un período de transición a partir del año 2001, para los departamentos cuyos gastos en 
Contralorías superen los límites establecidos en los artículos anteriores en relación con los ingresos 
corrientes de libre destinación, de la siguiente manera:  
(…) 
Parágrafo. Las entidades descentralizadas del orden departamental deberán pagar una cuota de 
fiscalización hasta del punto dos por ciento (0.2%), calculado sobre el monto de los ingresos ejecutados 
por la respectiva entidad en la vigencia anterior, excluidos los recursos de crédito; los ingresos por la 
venta de activos fijos; y los activos, inversiones y rentas titularizados, así como el producto de los 
procesos de titularización. 
 
En todo caso, durante el período de transición los gastos de las Contralorías, sumadas las transferencias 
del nivel central y descentralizado, no podrán crecer en términos constantes en relación con el año 
anterior. A partir del año 2005 los gastos de la las contralorías no podrán crecer por encima de la meta 
de inflación establecida por el Banco de la República. Para estos propósitos, el Secretario de Hacienda 
Departamental, o quien haga sus veces, establecerá los ajustes que proporcionalmente deberán hacer 
tanto el nivel central departamental como las entidades descentralizadas en los porcentajes y cuotas de 
auditaje establecidas en el presente artículo. 
 
Artículo 11. Período de transición para ajustar los gastos de los concejos, las personerías, las contralorías 
distritales y municipales. Se establece un período de transición a partir del año 2001, para los distritos y 
municipios cuyos gastos en concejos, personerías y contralorías, donde las hubiere, superen los límites 
establecidos en los artículos anteriores, de forma tal que al monto máximo de gastos autorizado en 
salarios mínimos en el artículo décimo se podrá sumar por período fiscal, los siguientes porcentajes de 
los ingresos corrientes de libre destinación de cada entidad: 
(…) 
Parágrafo. Las entidades descentralizadas del orden distrital o municipal deberán pagar una cuota de 
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fiscalización hasta del punto cuatro por ciento (0.4%), calculado sobre el monto de los ingresos 
ejecutados por la respectiva entidad en la vigencia anterior, excluidos los recursos de crédito; los ingresos 
por la venta de activos fijos; y los activos, inversiones y rentas titularizados, así como el producto de los 
procesos de titularización. 
 
En todo caso, durante el período de transición los gastos de las contralorías, sumadas las transferencias 
del nivel central y descentralizado, no podrán crecer en términos constantes en relación con el año 
anterior. A partir del año 2005 los gastos de las contralorías no podrán crecer por encima de la meta de 
inflación establecida por el Banco de la República. Para estos propósitos, el Secretario de Hacienda 
distrital o municipal, o quien haga sus veces, establecerá los ajustes que proporcionalmente deberán 
hacer tanto el nivel central departamental como las entidades descentralizadas en los porcentajes y 
cuotas de auditaje establecidas en el presente artículo. 
 
Artículo 13. Ajuste de los presupuestos. <Aparte tachado INEXEQUIBLE> Si durante la vigencia fiscal, el 
recaudo efectivo de ingresos corrientes de libre destinación resulta inferior a la programación en que se 
fundamentó el presupuesto de rentas del departamento, distrito o municipio, los recortes, aplazamientos 
o supresiones que deba hacer el Ejecutivo afectarán proporcionalmente a todas las secciones que 
conforman el presupuesto anual, de manera que en la ejecución efectiva del gasto de la respectiva 
vigencia se respeten los límites establecidos en la presente ley. 

 
Ley 1416 de 2010 “Por medio de la cual se fortalece al ejercicio del control fiscal”, recoge el límite de 
gastos establecido para las contralorías departamentales en la Ley 617 de 2000 además de incluir 
la cuota de fiscalización señalando que esa es la única fórmula para determinar su presupuesto:  
 

Artículo 1º. Fortalecimiento del control fiscal de las contralorías departamentales. El límite de gastos 
previsto en el artículo 9o de la Ley 617 de 2000 para la vigencia de 2001, seguirá calculándose en forma 
permanente. Las cuotas de fiscalización correspondientes al punto dos por ciento (0.2%) a cargo de las 
entidades descentralizadas del orden departamental, serán adicionadas a los presupuestos de las 
respectivas Contralorías Departamentales. Entiéndase como la única fórmula para el cálculo del 
presupuesto de las Contralorías Departamentales. 

 
Igualmente, recoge las disposiciones del artículo 11 de la Ley 617 de 2000 respecto del límite de 
gastos para las contralorías distritales y municipales, así como lo referente a la cuota de 
fiscalización de las entidades descentralizadas del orden distrital y municipal, ajustando fechas, así: 
 

Artículo 2°.Fortalecimiento del Control Fiscal de las Contralorías Municipales y Distritales. A partir de la 
vigencia de la presente ley y hasta el 31 de diciembre de 2010, el límite de gastos para el cálculo 
presupuestal de las Contralorías Municipales y Distritales, se calculará sobre los ingresos proyectados 
por el respectivo municipio o distrito, en los porcentajes descritos a continuación: 
(…) 
Parágrafo. Las entidades descentralizadas del orden distrital o municipal deberán pagar una cuota de 
fiscalización hasta del punto cuatro por ciento (0.4%), calculado sobre el monto de los ingresos 
ejecutados por la respectiva entidad en la vigencia anterior, excluidos los recursos de créditos; los 
ingresos por la venta de activos fijos; y los activos, inversiones y rentas titularizados, así como el 
producto de los procesos de titularización.  
 
A partir de la vigencia 2011 los gastos de las Contralorías Municipales y Distritales, sumadas las 
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transferencias del nivel central y descentralizado, crecerán porcentualmente en la cifra mayor que 
resulte de comparar la inflación causada en el año anterior y la proyectada para el siguiente por el 
respectivo distrito o municipio. Para estos propósitos, el Secretario de Hacienda distrital o municipal, o 
quien haga sus veces, establecerá los ajustes que proporcionalmente deberán hacer tanto el nivel central 
como las entidades descentralizadas en los porcentajes y cuotas de auditaje establecidas en el presente 
artículo. 

 
Respecto del proyecto de 206/08 Senado – 383/09 Cámara, “Por medio de la cual se fortalece el 

ejercicio del control fiscal”, antecedente de la Ley 1416 de 2010, la Corte Constitucional se pronunció 
en sentencia C-701 de 2010 respecto a las objeciones presidenciales por inconstitucionalidad e 
inconveniencia, así: 
 

3.6.1. El artículo 1º del proyecto de ley ofrece tres contenido normativos, a saber: (i) dispone que el 
límite de gastos previsto en el artículo 9º de la Ley 617 de 2000 para la vigencia 2001, seguirá 
calculándose de forma permanente; (ii) señala que la cuota de fiscalización a cuyo pago están obligadas 
las entidades descentralizadas del orden departamental, será adicionada a los presupuestos de las 
respectivas contralorías departamentales; y (iii) prevé que las reglas anteriores configuran la única 
fórmula para el cálculo del presupuesto de las contralorías departamentales. 
(…) 
 
Como es sencillo inferir, el artículo 1º objetado introduce modificaciones sustanciales a la norma 
orgánica transcrita, al menos en dos aspectos diferenciados.  En primer lugar, altera el cálculo de 
reducción progresiva de los porcentajes de gastos en contralorías departamentales, para lo cual otorga 
vocación de permanencia al monto de ajuste previsto por el año 2001.  En segundo término, define que 
esa fórmula será la única aplicable para el cálculo del presupuesto de las contralorías departamentales, 
previsión que conlleva la inaplicabilidad de los contenidos normativos previstos por el artículo 9º de la 
Ley 617/00 para la definición de ese gasto público. 

 
De lo anterior se observa que el producto de la tarifa de control fiscal, hace parte fundamental del 
presupuesto de las contralorías territoriales que está supeditado a unos topes porcentuales dentro 
del presupuesto de la correspondiente entidad territorial. 
 

4. Cobro coactivo de la tarifa de control fiscal 
 
El artículo 268 de la Constitución Política de 1991 modificado por el artículo 2º del Acto Legislativo 
4 de 2019 “Por medio del cual se reforma el Régimen de Control Fiscal”, establece las atribuciones del 
Contralor General de la República y dentro de ellas: 
 

Artículo 268. El Contralor General de la República tendrá las siguientes atribuciones: 
(…) 
5. Establecer la responsabilidad que se derive de la gestión fiscal, imponer las sanciones pecuniarias que 
sean del caso, recaudar su monto y ejercer la jurisdicción coactiva, para lo cual tendrá prelación. 
(…) 

 
Atribución extensible a los contralores territoriales en virtud del artículo 272 superior modificado 
igualmente por el artículo 4º del Acto Legislativo 4 de 2019, así: 
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Artículo 272. La vigilancia de la gestión fiscal de los departamentos, distritos y municipios donde haya 
contralorías, corresponde a estas en forma concurrente con la Contraloría General de la República. 
 
La vigilancia de los municipios incumbe a las contralorías departamentales, salvo lo que la ley determine 
respecto de contralorías municipales. 
(…) 
 
Los contralores departamentales, distritales y municipales ejercerán, en el ámbito de su jurisdicción, las 
funciones atribuidas al Contralor General de la República en el artículo 268 en lo que sea pertinente, 
según los principios de coordinación, concurrencia, y subsidiariedad. El control ejercido por la Contraloría 
General de la República será preferente en los términos que defina la ley. 
(…) 

 
El pago del valor de la cuota fiscal se debe efectuar en la forma y término establecido en el 
respecto acto administrativo en que se establezca. 
 
De no efectuarse el pago en los términos anteriores, el ente fiscalizador deberá emitir el acto 
administrativo mediante el cual se establezca el incumplimiento del pago de dicha tarifa fiscal; acto 
administrativo que una vez en firme y ejecutoriado, constituye el título ejecutivo susceptible de ser 
cobrado mediante el proceso de cobro por jurisdicción coactiva en cumplimiento del deber 
constitucional y legal. 
 
La Corte Constitucional en sentencia C-799 del 16 de septiembre de 2003, respecto de la 
jurisdicción coactiva, dijo: 
 

No sobra recordar que la jurisdicción coactiva es un “privilegio exorbitante” de la Administración[16], 
que le permite cobrar directamente, es decir sin intervención judicial, las deudas a su favor, y que se 
justifica en los principios de eficacia y celeridad de la función administrativa a que se refiere el artículo 
209 superior. Privilegio que, de por sí, entrega a las autoridades un mecanismo efectivo y suficiente para 
lograr el pago de la multa, y que es una facultad extraordinaria que “va atada indiscutiblemente a los 
conceptos de imperio, soberanía, poder y autoridad”.[17] 
 
En efecto, la jurisdicción coactiva constituye una prerrogativa administrativa que hace que los procesos 
correspondientes sean de esta naturaleza y no procesos judiciales. Su objetivo es hacer efectiva la orden 
dictada por la administración, de cobro de una obligación monetaria a su favor[18] y su fundamento 
jurídico radica en el principio de ejecutividad de los actos administrativos a que se refiere el artículo 64 
del Código Contencioso Administrativo, según el cual  "Salvo norma expresa en contrario, los actos que 
queden en firme al concluir el procedimiento administrativo serán suficientes, por sí mismos, para que la 
administración pueda ejecutar de inmediato los actos necesarios para su cumplimiento. La firmeza de 
tales actos es indispensable para la ejecución contra la voluntad de los interesados."[19] 
 
(Negrilla fuera de texto) 

 
Ya en sentencia C-666 del 08 de junio de 2000, esta Alta Corte se había pronunciado sobre la 
jurisdicción coactiva en los siguientes términos: 
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La jurisprudencia ha definido la jurisdicción coactiva como un "privilegio exorbitante" de la 
Administración, que consiste en la facultad de cobrar directamente, sin que medie intervención judicial, 
las deudas a su favor, adquiriendo la doble calidad de juez y parte, cuya justificación se encuentra en la 
prevalencia del interés general, en cuanto dichos recursos se necesitan con urgencia para cumplir 
eficazmente los fines estatales. 
(…) 
Es importante destacar que la finalidad de la jurisdicción coactiva consiste en recaudar en forma rápida 
las deudas a favor de las entidades públicas, para así poder lograr el eficaz cumplimiento de los 
cometidos estatales. Pero esta justificación no es aplicable a entes que despliegan actividades 
semejantes a las de los particulares, aunque aquéllas también estén, de una u otra forma, destinadas a 
hacer efectivos los fines del Estado (artículo 2 C.P). 

 
La Sección Tercera de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado, en sentencia 
del 08 de noviembre de 2001 dentro del Radicado número: 25000-23-26-000-1995-1043-
01(13837), respecto a la naturaleza jurídica de la jurisdicción coactiva, manifestó: 
 

Resulta importante precisar que la Jurisdicción Coactiva constituye una potestad especial de la 
administración que le permite adelantar ante sí el cobro de los créditos a su favor originados en multas, 
contribuciones, alcances fiscales determinados por las Contralorías, obligaciones contractuales, 
garantías, sentencias de condenas y las demás obligaciones que consten en un título ejecutivo, sin 
necesidad de recurrir al órgano jurisdiccional. Esa potestad obedece a la necesidad de recaudar de 
manera expedita los recursos económicos que legalmente le corresponden y que son indispensables para 
el funcionamiento y la realización de los fines de las entidades del Estado. 

 
La Ley 1437 de 2011 “Por la cual se expide el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo” – CPACA, establece respecto al cobro coactivo: 
 

Artículo 98. Deber de recaudo y prerrogativa del cobro coactivo. Las entidades públicas definidas en el 
parágrafo del artículo 104 deberán recaudar las obligaciones creadas en su favor, que consten en 
documentos que presten mérito ejecutivo de conformidad con este Código. Para tal efecto, están 
revestidas de la prerrogativa de cobro coactivo o podrán acudir ante los jueces competentes. 
(…) 
 
Artículo 100. Reglas de procedimiento. Para los procedimientos de cobro coactivo se aplicarán las 
siguientes reglas:  
 
1. Los que tengan reglas especiales se regirán por ellas.  
 
2. Los que no tengan reglas especiales se regirán por lo dispuesto en este título y en el Estatuto 
Tributario.  
 
3. A aquellos relativos al cobro de obligaciones de carácter tributario se aplicarán las disposiciones del 
Estatuto Tributario.  
 
En todo caso, para los aspectos no previstos en el Estatuto Tributario o en las respectivas normas 
especiales, en cuanto fueren compatibles con esos regímenes, se aplicarán las reglas de procedimiento 
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establecidas en la Parte Primera de este Código y, en su defecto, el Código de Procedimiento Civil en lo 
relativo al proceso ejecutivo singular. 

 
La Ley 1066 de 2006 “Por la cual se dictan normas para la normalización de la cartera pública y se dictan 

otras disposiciones”, determina: 
 

Artículo 2º. Obligaciones de las entidades públicas que tengan cartera a su favor. Cada una de las 
entidades públicas que de manera permanente tengan a su cargo el ejercicio de las actividades y 
funciones administrativas o la prestación de servicios del Estado y que dentro de estas tengan que 
recaudar rentas o caudales públicos del nivel nacional o territorial deberán:  
 
1. Establecer mediante normatividad de carácter general, por parte de la máxima autoridad o 
representante legal de la entidad pública, el Reglamento Interno del Recaudo de Cartera, con sujeción a 
lo dispuesto en la presente ley, el cual deberá incluir las condiciones relativas a la celebración de 
acuerdos de pago.  
 
2. Incluir en sus respectivos presupuestos de ingresos el monto total del recaudo sin deducción alguna.  
 
3. Exigir para la realización de acuerdos de pago garantías idóneas y a satisfacción de la entidad.  
 
4. Contar con el respectivo certificado de disponibilidad presupuestal y con la autorización de vigencias 
futuras, si es del caso, de conformidad con el Estatuto Orgánico de Presupuesto, para la realización de 
acuerdos de pago con otras entidades del sector público.  
 
5. Reportar a la Contaduría General de la Nación, en las mismas condiciones establecidas en la Ley 901 
de 2004, aquellos deudores que hayan incumplido los acuerdos de pagos con ellas realizadas, con el fin 
de que dicha entidad los identifique por esa causal en el Boletín de Deudores Morosos del Estado.  
 
6. Abstenerse de celebrar acuerdos de pago con deudores que aparezcan reportados e n el boletín de 
deudores morosos por el incumplimiento de acuerdos de pago, salvo que se subsane el incumplimiento y 
la Contaduría General de la Nación expida la correspondiente certificación.  
 
7. Regularizar mediante el pago o la celebración de un acuerdo de pago las obligaciones pendientes con 
otras entidades públicas a más tardar dentro de los seis (6) meses siguientes a la promulgación de la 
presente ley.  
 
Parágrafo 1º. En materia de seguridad social en salud en lo relacionado con los recursos del régimen 
contributivo y subsidiado, la autoridad competente para expedir el reglamento al que hace referencia el 
numeral 1 del presente artículo es el Consejo Nacional de Seguridad Social en Salud.  
 
Parágrafo 2º. El Gobierno Nacional en un término de dos (2) meses a partir de la promulgación de la 
presente ley deberá determinar las condiciones mínimas y máximas a las que se deben acoger los 
Reglamentos Internos de Recaudo de Cartera, enunciados en el numeral 1 del presente artículo.  
 
Parágrafo 3º. La obligación contenida en el numeral l del presente artículo deberá ser adelantada dentro 
de los dos (2) meses siguientes a la promulgación de las condiciones a las que hace referencia el 
parágrafo anterior. 
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Artículo 5º. Facultad de cobro coactivo y procedimiento para las entidades públicas. Las entidades 
públicas que de manera permanente tengan a su cargo el ejercicio de las actividades y funciones 
administrativas o la prestación de servicios del Estado colombiano y que en virtud de estas tengan que 
recaudar rentas o caudales públicos, del nivel nacional, territorial, incluidos los órganos autónomos y 
entidades con régimen especial otorgado por la Constitución Política, tienen jurisdicción coactiva para 
hacer efectivas las obligaciones exigibles a su favor y, para estos efectos, deberán seguir el 
procedimiento descrito en el Estatuto Tributario.  
 
Parágrafo 1º. Se excluyen del campo de aplicación de la presente ley las deudas generadas en contratos 
de mutuo o aquellas derivadas de obligaciones civiles o comerciales en las que las entidades indicadas 
en este artículo desarrollan una actividad de cobranza similar o igual a los particulares, en desarrollo del 
régimen privado que se aplica al giro principal de sus negocios, cuando dicho régimen esté consagrado 
en la ley o en los estatutos sociales de la sociedad.  
 
Parágrafo 2º. Los representantes legales de las entidades a que hace referencia el presente artículo, para 
efectos de dar por terminados los procesos de cobro coactivo y proceder a su archivo, quedan facultados 
para dar aplicación a los incisos 1º y 2º del artículo 820 del Estatuto Tributario.  
 
Parágrafo 3º. Las Administradoras de Régimen de Prima Media con Prestación Definida seguirán 
ejerciendo la facultad de cobro coactivo que les fue otorgada por la Ley 100 de 1993 y normas 
reglamentarias. 

 
El Decreto 4473 de 2006 “Por el cual se reglamenta la Ley 1066 de 2006”, establece: 
 

Artículo 1º. Reglamento interno del recaudo de cartera. El reglamento interno previsto en el numeral 1 
del artículo 2º de la Ley 1066 de 2006, deberá ser expedido a través de normatividad de carácter 
general, en el orden nacional y territorial por los representantes legales de cada entidad. 
 
Artículo 5º. Procedimiento aplicable. Las entidades objeto de la Ley 1066 de 2006 aplicarán en su 
integridad, para ejercer el cobro coactivo, el procedimiento establecido por el Estatuto Tributario 
Nacional o el de las normas a que este Estatuto remita. 
 
Artículo 7º. Determinación de la tasa de interés. Las obligaciones diferentes a impuestos, tasas y 
contribuciones fiscales y parafiscales continuarán aplicando las tasas de interés especiales previstas en el 
ordenamiento nacional. 

 
5. Intereses moratorios respecto de la tarifa de control fiscal 

 
La Ley 68 de 1923 “Por la cual se fija el personal de unas oficinas de Hacienda y se adoptan algunas 

disposiciones fiscales”, establece: 
 

Artículo 9º. Los créditos a favor del Tesoro devengan intereses a la rata del doce por ciento (12 por 100) 
anual, desde el día en que se hagan exigibles hasta aquel en que se verifique el pago. 

 
El artículo 3º de la Ley 1066 de 2006 “Por la cual se dictan normas para la normalización de la cartera 

pública y se dictan otras disposiciones”, adicionado en su parágrafo por el artículo 26 del Decreto 
Legislativo 538 de 2020, establece: 
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Artículo 3º. Intereses moratorios sobre obligaciones. A partir de la vigencia de la presente ley, los 
contribuyentes o responsables de las tasas, contribuciones fiscales y contribuciones parafiscales que no 
las cancelen oportunamente deberán liquidar y pagar intereses moratorios a la tasa prevista en el 
Estatuto Tributario.  
 
Igualmente, cuando las entidades autorizadas para recaudar los aportes parafiscales no efectúen la 
consignación a las entidades beneficiarias dentro de los términos establecidos para tal fin, se generarán 
a su cargo y sin necesidad de trámite previo alguno, intereses moratorios al momento del pago, a la tasa 
indicada en el inciso anterior y con cargo a sus propios recursos, sin perjuicio de las demás sanciones a 
que haya lugar. 
 
Parágrafo. Durante el término de la emergencia sanitaria declarada por el Ministerio de Salud y 
Protección Social, con ocasión de la pandemia derivada del Coronavirus COVID19, y hasta el mes 
siguiente calendario a su terminación, no se causarán intereses moratorios por las cotizaciones al 
Sistema General de Seguridad Social Integral, que se paguen en forma extemporánea. 
 
Para efectos de lo aquí previsto el Ministerio de Salud y Protección Social efectuará las respectivas 
modificaciones en la Planilla Integrada de Liquidación de Aportes - PILA.  

 
El Decreto 4473 de 2006 “Por el cual se reglamenta la Ley 1066 de 2006”, establece: 
 

Artículo 7º. Determinación de la tasa de interés. Las obligaciones diferentes a impuestos, tasas y 
contribuciones fiscales y parafiscales continuarán aplicando las tasas de interés especiales previstas en el 
ordenamiento nacional. 

 
La Corte Constitucional en pronunciamiento de constitucionalidad del artículo 636 del Decreto 624 
de 1989 – Estatuto Tributario, en sentencia C-257 del 27 de mayo de 1998, respecto de los 
intereses moratorios, manifestó: 
 

El Estado, que encarna el interés público, no tiene por qué asumir el costo de la depreciación monetaria 
por el incumplimiento del recaudador o retenedor durante los días en que éste se encuentra en mora de 
consignar los valores que precariamente se le han confiado, independientemente de las causas por las 
cuales ello haya ocurrido. Y, además, es claro que el tesoro público sufre perjuicio por no recibir 
oportunamente los recursos que espera y que debería recaudar en los términos que la ley previene, con 
las necesarias consecuencias negativas en el cumplimiento de las obligaciones a su cargo. 
(…) 
 
La extemporánea consignación de los dineros públicos por parte del recaudador particular tiene 
entonces que ocasionarle intereses, en el monto que la ley determine, pues de lo contrario se generaría 
un enriquecimiento sin causa a favor del incumplido, en la misma cantidad de la pérdida real sufrida por 
el erario. Y son moratorios tales intereses para resarcir al Estado no solamente la pérdida del poder 
adquisitivo de la moneda sino los perjuicios causados. Estos no requieren ser tasados en cada caso por el 
juez, ni por la autoridad administrativa, ya que están anticipadamente previstos por la norma legal que 
fija su cuantía. 
 
Así las cosas, no se requiere un proceso judicial específico para definir si hay o no lugar al pago de 
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intereses moratorios en el caso concreto, pues la obligación correspondiente se deriva del mismo hecho 
de la mora en la consignación de los fondos públicos recaudados, que es el supuesto del cual parte la 
norma examinada. 

 
La Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia en sentencia del 27 de agosto de 2008 
dentro del proceso referencia 11001-3103-022-1997-14171-01, respecto de los intereses 
moratorios, indicó. 
 

c) Los intereses moratorios, tienen un carácter eminentemente punitivo y resarcitorio, representan la 
indemnización de perjuicios por la mora, la presuponen, se causan ex legge desde esta, sin ser menester 
pacto alguno –excepto en los préstamos de vivienda a largo plazo en los cuales no se presumen y 
requieren pacto expreso, art. 19, Ley 546 de 1999– ni probanza del daño presumido iuris et de iure (art. 
1617 [2], Código Civil), son exigibles con la obligación principal y deben mientras perdure, sancionar el 
incumplimiento del deudor y cumplen función compensatoria del daño causado al acreedor mediante la 
fijación de una tasa tarifada por el legislador, la cual, si bien no es simétrica con la magnitud del daño, se 
establece en consideración a este y no impide optar por la indemnización ordinaria de perjuicios ni 
reclamar el daño suplementario o adicional, acreditando su existencia y cuantía, con sujeción a las reglas 
generales. A partir de la mora respecto de idéntico período y la misma obligación, estos intereses no son 
acumulables ni pueden cobrarse de manera simultánea con los remuneratorios, con excepción de los 
causados y debidos con anterioridad. Producida la mora de la obligación principal sus efectos se 
extienden a la prestación de pagar intereses mientras no se cumpla lo debido. 

 
La Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado en concepto del 19 de junio de 2008 
dentro de la Radicación número 11001-03-06-000-2008-00040-00(1904) respecto al alcance de los 
intereses moratorios establecidos en la Ley 1066 de 2006, dijo: 
 

Sobre esta base, cabe preguntarse ¿cuáles fueron los aspectos que se pretendieron unificar con la 
expedición de la  Ley 1066 de 2006? 
  
Para responder este interrogante, es preciso acudir a los antecedentes legislativos de la Ley 1066 de 
2006,  en los que se desatacan por su pertinencia con la consulta,  los siguientes aspectos: 
(…) 
 
iv)   Intereses de las obligaciones de origen tributario. Con fundamento en los distintos tipos de 
obligaciones a favor del Tesoro Público, se planteó la necesidad de unificar la tasa de interés moratorio 
que se debe cobrar para las obligaciones de carácter tributario, es decir, las que se derivan del cobro de 
impuestos, tasas, contribuciones fiscales y parafiscales. 
 
En particular, la problemática que se quiso resolver por el legislador en esta materia fue la siguiente: 

 
“(…) no existía “unificación en la tasa de interés moratorio que se debe cobrar para obligaciones de 
tipo tributario, incluidas aquéllas originadas por cobro de impuestos tasas o contribuciones 
parafiscales”, pues mientras algunos tributos concretos como los administrados por la DIAN, algunas 
tasas que cobraban las Superintendencias tenían una norma legal que permitía el cobro de intereses 
moratorios, otras en cambio, con fundamento en el concepto 723 de 1995, recurrían al artículo 9º de 
la ley 68 de 1923, conforme al cual, “los créditos a favor del Tesoro Público devengan intereses a la 
rata del doce (12%) por ciento anual, desde el día en que se hagan exigibles hasta aquél en que se 
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verifique el pago”, norma que no brinda movilidad de la tasa congruentemente con las condiciones 
de la economía colombiana.(…) 
 
“Por ello se plantea dentro del proyecto que todos los contribuyentes o responsables de los 
impuestos, tasas y contribuciones fiscales y parafiscales, incluidos los agentes de retención, que no 
cancelen oportunamente los tributos, anticipos y retenciones a su cargo, deberán liquidar y pagar 
intereses moratorios, por cada día calendario de retardo en el pago. 
 
“Y que a partir de la vigencia de la presente ley, la tasa de interés moratorio será la misma aplicable 
a los impuestos administrados por la DIAN descrita en el Estatuto Tributario, que se liquidará con 
base en la tasa de interés vigente al momento del respectivo pago. 
(…) 

 
Los antecedentes legislativos reseñados en el capítulo anterior y las disposiciones transcritas,  permiten a 
la Sala ratificar lo expuesto en el concepto 1835 de 2007, en el sentido,  de que el legislador  unificó “el 
procedimiento a seguir por las autoridades administrativas investidas de jurisdicción coactiva, incluidos 
los órganos autónomos y entidades con régimen especial otorgado por la Constitución Política”, el cual 
se rige por las disposiciones contenidas en el Estatuto Tributario (artículo 823 ss) y, además precisar, que 
este objetivo de unificación no se extendió  aspectos de carácter sustancial que pudieran afectar el 
contenido, la naturaleza y los efectos de las obligaciones sujetas a cobro por esta vía. 
 
En consecuencia, no es dable al intérprete extender la remisión al Estatuto Tributario contenida en el 
artículo 5º de la Ley 1066 de 2006 a este tipo de aspectos sustanciales para concluir que esta Ley reguló 
de manera uniforme la tasa de interés moratorio aplicable a las obligaciones a favor del Tesoro Público. 
Tampoco es viable con fundamento en los artículos 3º y 4º ibídem, afirmar que la Ley 1066 de 2006 
unificó la tasa de interés moratorio de  todas las obligaciones a favor de las entidades públicas. 

 
Anterior a la promulgación de la Ley 1066 de 2006, la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo 
de Estado en concepto 732 del 03 de octubre de 1995 respecto a los intereses moratorios en los 
procesos de cobro coactivo de las contralorías, dijo: 
 

III. Intereses moratorios aplicables en los procesos de jurisdicción coactiva. Conforme a conocido 
precepto del Código Civil, artículo 1617, la indemnización por mora proveniente de las obligaciones 
civiles consistentes en pagar una cantidad de dinero, se rige, a falta de estipulación convencional o de 
expresa autorización de cobro de los intereses corrientes, por un interés legal del seis por ciento (6%) 
anual. 
 
La materia relativa a intereses ha sido consignada en diversos ordenamientos legales, con el objeto de 
regular su incidencia en asuntos mercantiles, tributarios, de contratación administrativa, de valorización, 
etcétera. Así, el Código de Comercio equipara el interés legal comercial con el interés bancario corriente, 
cuya tasa debe certificar el Superintendente Bancario y señala como límite máximo del interés moratorio 
convencional el duplo del interés bancario corriente (ibídem, arts. 883 y 884); el estatuto tributario, 
artículo 635, determina que la tasa de interés moratoria será equivalente a la tasa de interés de 
captación más representativa del mercado a 31 de diciembre del año inmediatamente anterior, según 
certificación que al respecto emita la Superintendencia Bancaria, aumentada dicha tasa en una tercera 
parte, debiendo el Gobierno publicar en el mes de febrero de cada año, la tasa de interés moratoria, que 
regirá durante los doce (12) meses siguientes (conforme a la Resolución 376 de 1995, la tasa de interés 
moratorio para efectos tributarios que regirá entre el 1º de marzo de 1995 y el 29 de febrero de 1996 
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será del 49.72% anual, la cual se liquidará por cada mes o fracción de mes calendario de retardo en el 
pago de los impuestos, anticipos y retenciones administrados por la Dirección de Impuestos y Aduanas 
Nacionales) y en los contratos estatales, en caso de no haberse pactado intereses moratorios, se aplicará 
la tasa equivalente al doble del interés legal civil sobre el valor histórico actualizado (Ley 80 de 1993, art. 
4º, numeral 8º). 
 
Pero concretamente en relación con los créditos a favor del Tesoro Público –salvo lo especialmente 
dispuesto para efectos tributarios– la norma vigente es la Ley 68 de 1923, cuyo artículo 9º prescribe: 
“Los créditos a favor del Tesoro Público devengan intereses a la rata (sic) del doce por ciento (12%) 
anual, desde el día en que se hagan exigibles hasta aquel en que se verifique el pago”. 
 
La Sala estima, por consiguiente, que la tasa del 12% anual es la aplicable a los intereses moratorios que 
se causen en los procesos por jurisdicción coactiva de competencia de las contralorías. 

 
Respecto del pago y cobro de intereses moratorios sobre la tarifa de control fiscal, cuota de 
fiscalización o cuota de auditaje, este Despacho se ha pronunciado en varios conceptos, entre ellos 
en el número 110.014.2017 
 

6. Otros efectos del no pago oportuno de la tarifa de control fiscal 
 
Además del respectivo pago de intereses moratorios, lo cual puede conllevar a un detrimento 
patrimonial, el no pago oportuno de la cuota de fiscalización, conlleva posibles sanciones 
disciplinarias al estar establecida como un deber del servidor público; igualmente hay efectos 
disciplinarios para el servidor que no efectúe el cobro correspondiente. 
 
La Ley 734 de 2002 “Por la cual se expide el Código Disciplinario Único”, establece como un deber del 
servidor público correspondiente, el pago de la cuota de fiscalización en los siguientes términos: 
 

Artículo 34. Deberes. Son deberes de todo servidor público: 
(…) 
 
27. Hacer las apropiaciones en los presupuestos y girar directamente a las contralorías departamentales 
y municipales, como a la Contraloría General de la República y las Personerías Municipales y Distritales 
dentro del término legal, las partidas por concepto de la cuota de vigilancia fiscal, siempre y cuando lo 
permita el flujo de caja. 
(…) 
 
29. Ordenar, en su condición de jefe inmediato, adelantar el trámite de jurisdicción coactiva en la 
respectiva entidad, para el cobro de la sanción de multa, cuando el pago no se hubiere efectuado 
oportunamente.  
 
30. Ejercer, dentro de los términos legales, la jurisdicción coactiva para el cobro de las sanciones de 
multa. 
(…) 
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También es posible que se derive una responsabilidad fiscal tanto por el no pago oportuno de esta 
cuota de fiscalización, como por su no recaudo en debida forma, teniendo en cuenta el contenido 
de los artículos 3º y 4º de la Ley 610 de 2000 “Por la cual se establece el trámite de los procesos de 

responsabilidad fiscal de competencia de las contralorías”, modificado este último por el artículo 124 
del Decreto – Ley 403 de 2020 “Por el cual se dictan normas para la correcta implementación del Acto 

Legislativo 04 de 2019 y el fortalecimiento del control fiscal”, que establecen: 
 

Artículo 3º. Gestión fiscal. Para los efectos de la presente ley, se entiende por gestión fiscal el conjunto de 
actividades económicas, jurídicas y tecnológicas, que realizan los servidores públicos y las personas de 
derecho privado que manejen o administren recursos o fondos públicos, tendientes a la adecuada y 
correcta adquisición, planeación, conservación, administración, custodia, explotación, enajenación, 
consumo, adjudicación, gasto, inversión y disposición de los bienes públicos, así como a la recaudación, 
manejo e inversión de sus rentas en orden a cumplir los fines esenciales del Estado, con sujeción a los 
principios de legalidad, eficiencia, economía, eficacia, equidad, imparcialidad, moralidad, transparencia, 
publicidad y valoración de los costos ambientales. 
 
Artículo 4°. Objeto de la responsabilidad fiscal. La responsabilidad fiscal tiene por objeto el resarcimiento 
de los daños ocasionados al patrimonio público como consecuencia de la conducta dolosa o gravemente 
culposa de quienes realizan gestión fiscal o de servidores públicos o particulares que participen, 
concurran, incidan o contribuyan directa o indirectamente en la producción de los mismos, mediante el 
pago de una indemnización pecuniaria que compense el perjuicio sufrido por la respectiva entidad 
estatal. Para el establecimiento de responsabilidad fiscal en cada caso, se tendrá en cuenta el 
cumplimiento de los principios rectores de la función administrativa y de la gestión fiscal. 
 
Parágrafo. La responsabilidad fiscal es autónoma e independiente y se entiende sin perjuicio de cualquier 
otra clase de responsabilidad. 

 
7. Condonación de intereses en el cobro de la tarifa de control fiscal 

 
Este Despacho en concepto respecto de la condonación de intereses en el cobro de la cuota de 
auditaje, en concepto 110.014.2017 (Radicado 20172330024702 del 09-06-2017), concluyó: 
 

La Administración no tiene la facultad de condonar los intereses, y se deben liquidar conforme a la tasa 
del 1% mensual, es decir al 12%, anual bajo la sujeción de lo previsto en el artículo 9 de la Ley 68 de 
1923, los cuales deben ser liquidados hasta el momento que se efectúe el pago total de la obligación. 
 
En este orden la obligación que tienen los deudores de pagar intereses de mora, se justifican en razón al 
daño que causan a la entidad estatal acreedora, consistente en la imposibilidad de disponer en tiempo 
del dinero a que tiene derecho y forma parte del presupuesto. 
 
Finalmente, como la competencia para condonar intereses moratorios la tiene el congreso de la 
República, los funcionarios que los condonen sin que exista una expresa autorización legal, no solo se 
extralimitarían en funciones, sino que se estaría generando un detrimento patrimonial para la entidad 
acreedora de los mismos. 

 
Posición ya establecida en el concepto 110.034.2010 (Radicado No.: 20101100049151 del 06-09-
2010) en el que se dijo: 
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Bajo estas premisas, en relación con la segunda de las preguntas consultadas, debemos manifestar, que 
la facultad reglamentaria conferida por la Constitución al Contralor General de la República, que, como 
ya se recordó, por disposición del inciso final del artículo 272 de la Constitución Política se extiende a los 
contralores territoriales, en principio no incluye la de elaborar normas de carácter general y abstracto 
que reglamenten asuntos tales como descuentos por pronto pago o condonación de intereses dentro del 
proceso administrativo sancionatorio. 
(…) 
 
Las previsiones citadas constituyen una autorización legal para reglamentar las condiciones de los 
acuerdos de pago con los deudores en el proceso de Jurisdicción coactiva, pero no contemplan la de 
descuentos por pago oportuno, ni mucho menos la de condonación de intereses. 
 
La facultad conferida se circunscribe y limita a las condiciones relacionadas con los acuerdos de pago. De 
tal modo que no existiendo disposición jurídica específica que autorice la reducción, condonación o 
perdón de los intereses, y mientras no se expida una norma que contemple tal posibilidad, ni los jueces ni 
los servidores públicos que adelantan respectivamente procesos de ejecución y procesos de jurisdicción 
coactiva tienen competencia para proceder en ese sentido, sin que sea relevante que los recursos 
provenientes de las multas ingresen al patrimonio de la contraloría o se trate de caudales producto de 
fallos con responsabilidad fiscal, por cuanto en ambos casos son dineros públicos sobre los cuales, como 
ya se anotó, no es posible hacer descuentos ni condonaciones. 
 
(Negrilla del texto) 

 
Así mismo, en concepto 110.049.2006 (NUR 210-3-32780 del 25/07/2006), sobre el tema se dijo: 
 

En relación con el primer aspecto consultado y haciendo referencia a los cobros que por ley las 
Contralorías pueden efectuar, es importante anotar que si bien las contralorías son organismos con 
autonomía administrativa, jurídica y presupuestal, esta autonomía está directamente relacionada con 
las potestades que les han sido atribuidas por la Constitución y la ley; lo que no implica que puedan 
entrar en el tráfico jurídico ilimitadamente, sino allí donde una norma las autoriza a ello. Y en este punto, 
no existe norma que permita a los contralores condonar obligaciones fiscales, aún cuando sean 
parciales. 
 
La autonomía presupuestal de los órganos de control, se ciñe a la posibilidad de disponer en forma 
independiente de los recursos que para su funcionamiento les apropia el respectivo ente territorial, 
mediante la ordenanza o acuerdo que aprueba el presupuesto para la correspondiente anualidad. 
(…) 
 
En la reglamentación de dicho cobro, solamente les dio discrecionalidad para celebrar acuerdos de pago, 
pero en ningún momento los autorizó para efectuar rebajas o condonaciones. Y es natural, por cuanto 
los órganos de control, como los demás organismos del Estado, manejan o administran recursos 
públicos, pero no son titulares o propietarios de éstos y por ende, tampoco pueden disponer de ellos sin 
autorización legal. Así por ejemplo, el Código de Régimen Político y Municipal, faculta a las Asambleas 
para condonar deudas a favor del departamento, pero por estrictas razones de justicia[1]. 
 
La aplicación del régimen de la transacción del derecho privado, en sustitución del ejercicio unilateral de 
las prerrogativas que tiene la administración pública, para convenir rebajas con sus deudores, sólo 
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puede emprenderse en virtud de habilitaciones legales específicas; lo contrario supondría derogar una 
regulación imperativa en beneficio de un particular, lo cual no resulta jurídicamente posible, máxime 
cuando la norma especial que regula el cobro coactivo por parte de las contralorías no hace remisión 
alguna al Código Civil, que permita aplicar figuras como la transacción, remisión o donación. 
(…) 
 
Esta Oficina llega entonces a la conclusión de que las Contralorías no tienen facultad para condonar 
intereses, ni para efectuar cualquier tipo de acuerdo que implique disposición de recursos que 
pertenezcan al tesoro público. 

 
La Oficina Jurídica de la Contraloría General de la República en consulta referente a la condonación 
de los intereses moratorios de la cuota de auditaje, en concepto CGR-OJ-0001-2019 
(2019IE0000047 del 02-01-2019), dijo: 
 

Frente al cobro de intereses de mora por el incumplimiento en el pago de la tarifa de control fiscal, con 
independencia de si la entidad cuenta o no con los recursos y/o del tiempo que se requiere para 
adelantar el trámite presupuestal necesario para obtenerlos, es claro que el incumplimiento genera un 
perjuicio al Presupuesto General de la Nación, en razón a que los recursos derivados de la tarifa son 
necesarios para la ejecución normal de la tesorería y el adecuado funcionamiento del Estado, y por 
tanto, al no contar con los recursos, el Estado se convierte en acreedor de la indemnización equivalente, 
a título de intereses moratorios. 
 
En concepto No. 015930 de 201212, el Ministerio de Hacienda señaló sobre este particular lo siguiente: 
 

"Respecto a la condonación de intereses sugerida por la consultante, es preciso tener en cuenta que 
la misma configuraría un detrimento patrimonial para la entidad pública que la concede, porque 
implicaría la renuncia a una obligación cierta y actualmente exigible, amparada por la legislación 
para compensar el perjuicio que sufrió la entidad estatal por el incumplimiento de su deudor—
independientemente de que su deudor sea otra entidad pública o un particular. 
 
"En este orden, la obligación que tienen los deudores de pagar intereses de mora se justifica en 
razón al daño antijurídico que causan a la entidad estatal acreedora, consistente en la imposibilidad 
de disponer en tiempo del dinero al que tiene derecho y que forma parte de su presupuesto. 
 
"Así las cosas, en la práctica se observa que cuando una entidad pública incumple una obligación 
económica que tiene con otra entidad de la misma naturaleza, como consecuencia, termina 
afectándole su ejecución presupuestal, programación de desembolsos y disponibilidad de efectivo. 
 
"Adicionalmente, si una entidad estatal decidiera exonerar del pago de intereses de mora a sus 
deudores incumplidos, estaría desconociendo que el no pago en tiempo, produce para dichos 
deudores un beneficio que consiste en haber tenido dentro de sus patrimonios, durante el tiempo de 
la mora, el dinero que debieron pagar oportunamente. 
 
"Finalmente, como la competencia para condonar intereses moratorios la tiene el Congreso de la 
República, los funcionarios que los condonen sin que exista una expresa autorización legal, no solo 
se extralimitarían en funciones, sino que adicionalmente con su actuación estarían generando un 
detrimento patrimonial para la entidad estatal acreedora de los mismos." 
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Por lo demás, la Contraloría General de la República como entidad pública que es, tiene determinada su 
capacidad al marco constitucional, legal y reglamentario que regula su actividad, de suerte que solo 
podrá adoptar decisiones que estén permitidas en la normatividad. En este orden de ideas, dado que 
dentro del marco normativo que regula la actividad de este Ente de Control no se consagra la capacidad 
de disposición sobre los intereses de las obligaciones que se causan por el incumplimiento en el pago de 
la tarifa fiscal, no tiene la facultad de emitir decisiones en las que se ordene una destinación a los 
intereses diferente a la prevista en la ley, pues ello configuraría un detrimento al patrimonio público. 
 
A contrario sensu, el pago de intereses de mora puede igualmente derivar en un detrimento al 
patrimonio público de la entidad que los paga, que podría generar un fallo con responsabilidad fiscal de 
los gestores responsables si, de acuerdo con las circunstancias específicas, se comprueba que tal pago se 
causó por falta de planeación, o de la ubicación de este hecho como consecuencia del proceder doloso o 
gravemente culposo del gestor fiscal. 
(…) 
 
5. Conclusiones 
 
Con fundamento en el análisis anterior, dada la naturaleza de los recursos derivados de la tarifa de 
control fiscal, el carácter reglado de su destinación y la finalidad que están llamados a cumplir, no es 
dable condonar ni rebajar intereses respecto de obligaciones exigibles derivadas del incumplimiento de 
su pago. 
 
En consecuencia, esta Oficina ratifica el contenido de los conceptos Nos. CGR-OJ037 de 2017 y 80112-
EE240 del 4 de enero de 2011 en donde se concluyó que: i) es obligatorio el cobro de intereses por mora 
en el pago de sumas dinero derivadas del cobro de la tarifa de control fiscal, ii) la condonación de 
intereses configuraría un detrimento patrimonial para la entidad pública que la concede, porque 
implicaría la renuncia a una obligación cierta y exigible, amparada por la legislación para compensar el 
perjuicio que sufrió la entidad estatal por el incumplimiento de su deudor, independientemente de que su 
deudor sea otra entidad pública o un particular, iii) los funcionarios que condonen intereses incurrirían 
en extralimitación de funciones, iv) El pago que una entidad u organismo público efectúe por estos 
conceptos a otra de su misma naturaleza, presupuestal y contablemente es un gasto que merma su 
patrimonio y no una mera operación de transferencia de recursos entre entes públicos. 

 
8. Conclusiones 

 
De la normatividad, jurisprudencia y conceptualización transcrita, podemos concluir: 
 

i) La tarifa de control fiscal, cuota de fiscalización o cuota de auditaje, es un tributo de 
carácter especial de origen legal a cargo de los sujetos fiscalizados por los diferentes 
órganos de control fiscal. 
 

ii) Estas cuotas, en el caso de las contralorías territoriales, hacen parte fundamental del 
presupuesto de estos órganos de control fiscal. 
 

iii) Por disposición legal, las siguientes entidades o administradoras de recursos públicos, no 
están obligadas al pago de cuota fiscal: 
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- Empresas Promotoras de Salud 
- Fondos de Pensiones 
- Sistema General de Riesgos Laborales 
- Entidades que manejen y administren recursos del sistema de seguridad social 

destinados al Sector Salud 
- Las Cajas de Compensación Familiar 
- Los recursos del Sistema General Participaciones en las entidades territoriales 
- Los recursos del Sistema General de Regalías 

 
iv) El valor de la cuota fiscal es fijado con efectos a 1º de enero de cada vigencia para cada 

uno de los sujetos de vigilancia de la respectiva contraloría mediante acto administrativo 
en el cual igualmente se establece, entre otros, la forma y término para su pago. 
 

v) De no darse el pago en los términos y oportunidad establecida por el respectivo acto 
administrativo, se deberá adelantar la gestión correspondiente a través del cobro por 
jurisdicción coactiva, el cual conlleva necesariamente el cobro de intereses moratorios. 
 

vi) Al no encontrarse dentro de los títulos ejecutivos relacionados en el artículo 110 del 
Decreto – Ley 403 de 2020, el título ejecutivo referente al cobro de la cuota de fiscalización 
(acto administrativo que fija la cuota, resolución que declara el incumplimiento en el pago 
y las que resuelvan los recursos), el proceso coactivo para exigir su pago será el establecido 
en la Ley 1437 de 2011 – CPACA y no el establecido en el Decreto – Ley 403 de 2020. 
 

vii) El incumplimiento en el pago de la cuota de fiscalización, igualmente genera acción 
disciplinaria para lo cual se debe dar traslado a la Procuraduría General de la Nación. 
 

viii) Igualmente, el no cobro de la cuota de fiscalización en los términos normativos, genera 
una posible acción fiscal. 
 

ix) No hay norma legal o reglamentaria que habilite a las contralorías territoriales para la 
condonación de intereses respecto de créditos que sean cobrados a través de la 
jurisdicción coactiva de su competencia. 

 
En los anteriores términos consideramos atendidas sus inquietudes, esperando haber dado 
claridad sobre las mismas, manifestándole además que la señora Auditora General de la República 
en cumplimiento de las disposiciones del Decreto-Legislativo 491 de 2020, expidió la Resolución 
Reglamentaria No. 005 del 31 de marzo de 2020 “Por la cual se modifica la Resolución Reglamentaria 

No. 004 de 2020 y se toman otras medidas por motivos de salubridad pública.”, autorizando en su artículo 
4º, el uso de la firma escaneada por parte de los directivos de la entidad en los documentos 
dirigidos a los usuarios, y en el artículo 5º su comunicación y notificación a través de medios 
electrónicos (dirección electrónica). 
 
El presente concepto se emite en los términos del artículo 28 de la Ley 1437 de 2011 (CPACA) 
sustituido por el artículo 1º de la Ley 1755 de 2015 “Por medio de la cual se regula el Derecho 
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Fundamental de Petición y se sustituye un título del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo”, con carácter orientador tal como lo determina la Sección Cuarta de la 
Sala de lo Contencioso Administrativo de Consejo de Estado en Auto del 19 de mayo de 2016 
dentro del expediente radicado 20392 - 25000-23-37-000-2012-00320-01: 
 

"...el artículo 253 del Decreto 01 de 1984 (hoy regulado en términos similares por el artículo 28 de la Ley 
1437 de 2011) prevé la consulta como una forma de ejercer el derecho de petición. La respuesta que da la 
administración se llama concepto y, en general, nace de la obligación de atender solicitudes de 
información sobre las materias que tiene a cargo. Los conceptos sirven para orientar a los asociados 
sobre alguna cuestión que puede afectarlos. Pero eso no indica que siempre se trate de una 
manifestación unilateral de voluntad y, por ende, capaz de producir algún efecto jurídico general y 
abstracto. De hecho, los conceptos que emite la administración en relación con las materias que tienen 
a cargo no comprometen su responsabilidad ‘ni serán de obligatorio cumplimiento o ejecución’"  
 
(Negrilla fuera de texto) 

 
Para este Despacho es importante conocer la percepción sobre la atención brindada, para lo cual, 
adjunto a la presente encontrará un formato de encuesta para que lo diligencie y nos lo remita a la 
dirección de correspondencia Carrera 57 C Nro. 64-A-29 de Bogotá o a los correos electrónicos 
jurídica@auditoria.gov.co y fljimenez@auditoria.gov.co. Si para usted resulta más cómodo, 
también puede diligenciarla de manera virtual a través de nuestra página web 
www.auditoria.gov.co  ingresando por el botón SIA, seleccionando la opción SIA ATC ATENCIÓN AL 
CIUDADANO, estando allí, seleccione el botón Encuesta de Satisfacción e ingrese los dígitos del 
código SIA-ATC que aparecen en la referencia de la presente comunicación y la contraseña 
a0eb3d32, también puede consultar su solicitud seleccionando el botón Consultar Solicitud 
ingresando igualmente el mismo código SIA-ATC y contraseña. 
 
Atentamente, 
 
 
 
 
CARLOS OSCAR VERGARA RODRÍGUEZ 
Director Oficina Jurídica 
 
Anexo: Formato encuesta de satisfacción 
 
  Nombre y Apellido Firma  Fecha 

Proyectado por: Fabio Luis Jiménez Castro  08/10/2020 

Revisado por: Carlos Oscar Vergara Rodríguez   09/10/2020 

Aprobado por: Carlos Oscar Vergara Rodríguez   09/10/2020 

Los arriba firmantes declaramos que hemos revisado el documento y lo encontramos ajustado a las normas y disposiciones legales 
vigentes y por lo tanto, bajo nuestra responsabilidad lo presentamos para la firma. 
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